	Fecha
	18 de setiembre de 1950
	Sesión número
	56

	Motivo: Amparo

	Recurrente: GONZALO SIERRA CANTILLO

	Amparado: SINDICATO DE TRABAJADORES DE ARTES GRÁFICAS

	Recurrido: MINISTERIO DE TRABAJO, GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que a los sindicalistas se les impide reunirse y que el recurrido ordena allanamientos y detenciones arbitrarias para obstaculizar la actividad sindical.

	Respuesta del recurrido: Las detenciones se deben a la presencia de elementos de conocida filiación comunista, cuya actividad política está prohibida.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la arbitrariedad). VS del Magistrado Elizondo.


Nº 56
Sesión Ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día dieciocho de setiembre de mil novecientos cincuenta, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Aguilar, Ávila, Sánchez, Monge, Fernández Hernández, Valle, Castillo, Trejos, Acosta, Fernández Porras y Gólcher.

Artículo XV
Se trajo a estudio el recurso de Amparo establecido por GONZALO SIERRA CANTILLO, Secretario de Conflictos de la Federación de Trabajadores de San José, quien entre otras cosas alega que en repetidas ocasiones la Guardia Civil ha impedido, mediante actos de allanamiento y de prisión arbitraria, actividades de sindicatos debidamente legalizados, que se celebraban en un local situado en esta ciudad, situación que les obligó a pedir protección al Ministerio de Trabajo, dependencia que les ofreció protegerlos según nota que transcribe el recurrente de fecha 17 de julio último, y en la que se hace ver que el señor Presidente de la República había dado instrucciones para que no se interrumpieran las reuniones que celebraran los sindicatos independientes. Que el viernes once de agosto último se reunió en el local mencionado el sindicato de Trabajadores de Artes Gráficas, con el objeto de discutir asuntos propios; que el Ministerio de Trabajo fue notificado, pero que a las nueve de la noche se presentó la Guardia Civil y condujo a la detención de todos los trabajadores presentes, entre los que habían de todas las filiaciones políticas. Que el viernes 18 del mismo mes de nuevo se reunió el comité de aquel sindicato, trabajadores de la Imprenta Tormo y otros de diversos talleres de imprenta de la capital, y con el fin de discutir concretamente sobre la convención colectiva que estaba tratándose con la Imprenta Tormo. Que la Inspección de Trabajo fue enterada del objeto de la reunión. Que ese día, otra vez la Guardia Civil llegó como a las nueve de la noche y detuvo a todos los presentes, quienes salieron en libertad mediante recursos de Hábeas Corpus que interpusieron. Que el propio Inspector General de Trabajo ha reconocido en carta que presenta la forma correcta y moderada con que los sindicatos se han reunido; y que habiéndose quejado del atropello al Ministerio de Trabajo, allí se les dijo que el caso había sido planteado ante el Consejo de Gobierno, pero que ya el Ministerio no podía hacer más. Que también se dirigió un telegrama de protesta al señor Presidente de la República, quien solicitó informe al Director de la Guardia Civil, y este lo evacuó diciendo que la reunión había sido interrumpida por haberse tenido informes de que se trataba de una reunión política de carácter comunista. Que en consecuencia del anterior informe, el recurso de Amparo debe entenderse dirigido contra el Director de la Guardia Civil por violación de los artículos 25, 26 y 60 de la Constitución Política.
Solicitado informe al Director de la Guardia Civil, este funcionario manifiesta que efectivamente los sindicatos están autorizados para celebrar reuniones, pero siempre que en ellas se trate asuntos sindicales y no de mítines políticos como el que originaron (sic) la intervención de la Guardia Civil, a los que asistieron elementos de reconocida filiación comunista, tratándose en consecuencia de reuniones políticas de un partido que, por su ideología, ha sido declarado fuera de la ley. Que en los casos en que la Guardia Civil ha intervenido, lo ha sido por cuanto ha recibido informes de que en las reuniones no se estaba tratando de asuntos sindicales, sino también políticos, lo que está en pugna con lo dispuesto por el Código de Trabajo y con la Constitución Política, que en forma terminante prohíbe la formación o el funcionamiento de partidos que por sus programas ideológicos, medios de acción o vinculaciones internacionales, tiendan a destruir los fundamentos de la organización democrática de Costa Rica. Que para ilustrar el criterio de los señores Magistrados, adjunta varias de las hojas decomisadas por la Guardia Civil durante las reuniones a que ha hecho referencia, en las cuales claramente se nota el ambiente político en que se desarrollan aquellas reuniones.
Discutido el caso, se acordó declarar sin lugar el recurso, porque la protección que por la vía del recurso de Amparo otorgan la Constitución y la Ley a los ciudadanos, se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustificados dirigidos a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos individuales; que en el caso no se puede afirmar que las autoridades de policía procedieran arbitrariamente al actuar con el propósito de impedir una propaganda contraria a la ley que puede alterar el orden público y afectar la seguridad del Estado; que de tal propaganda, llevada a cabo subrepticiamente dentro de los sindicatos, fueron informadas las autoridades aludidas y, habiendo llevado a cabo la investigación del caso, recogieron publicaciones en las que se ataca veladamente a los regímenes democráticos; que dichas autoridades afirman que varios de los dirigentes de los sindicatos son personas de reconocida filiación comunista; que la concurrencia de tales indicios revela la falta de arbitrariedad, pues esta supone la inexistencia del motivo que justifique el acto que se reputa arbitrario y, de otro lado, la apreciación de tales indicios aislados en que se sustentan simples medidas de policía no incumbe al Tribunal cuando, como en el caso, la autoridad pública ejercita las funciones discrecionales y preventivas destinadas a mantener el orden social.
El Magistrado Elizondo declaró con lugar el recurso de amparo, con base en las siguientes razones:

El caso en estudio presentan dos hechos ciertos: uno es que la Federación de Trabajadores de San José es una organización sindical creada de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo y debidamente inscrita en la Oficina General de Trabajo; el otro es que, por orden del señor Director de la Guardia Civil, elementos subalternos de ese cuerpo, por dos veces el 10 y el 18 del pasado mes de agosto entraron en el edificio en que celebra sus reuniones esa organización en el momento en que sesionaban sus afiliados, y disolvieron la reunión deteniendo y arrestando a los concurrentes. Como cuestión a esclarecer está, la de si en las referidas reuniones, bajo pretexto de una sesión de carácter sindical, se celebraban mítines políticos de tinte comunista. De reducirse la expresión a una fórmula matemática, cabría decir que hay dos términos conocidos y una incógnita por despejar.

Robustecen el derecho de la referida organización sindical para existir y funcionar en el país las siguientes disposiciones legales: Artículo 60 de la Constitución Política: “Tanto los patronos como los trabajadores podrán sindicalizarse libremente, con el fin exclusivo de obtener y conservar beneficios económicos, sociales o profesionales”. Artículo 262 del Código de Trabajo: “Declárase de interés público la constitución legal de las organizaciones sociales, sean sindicatos o cooperativas, como uno de los medios más eficaces de contribuir al sostenimiento y desarrollo de la cultura popular y de la democracia costarricense”. Es claro, pues, que la Federación de Trabajadores de San José, que no es otra cosa que una agrupación de sindicatos, creada de acuerdo con el artículo 288 del Código laboral, está protegida por la Constitución y por la ley, para ejercer sus funciones protectoras de los intereses de los trabajadores afiliados. Tiene derecho a tener un edificio donde celebrar sus reuniones, y a sesionar libremente todas las veces que quiera para tratar cuestiones de interés sindical. Desde luego, su radio de acción no debe rebasar del estudio, mejoramiento y protección de los intereses económicos y sociales comunes, y le está prohibido intervenir en asuntos político-electorales, o iniciar o fomentar luchas religiosas o contrarias al régimen democrático del país, y en fin a dedicarse a otras actividades extrañas al fomento de sus intereses económico-sociales. Estos extravíos o abusos de las organizaciones sindicales, pueden acarrearles - una vez evidentemente comprobadas - la pena de su disolución, a instancia del Ministerio de Trabajo (artículo 280 del Código de Trabajo).
Quiero dejar bien claramente establecida la situación jurídica de las organizaciones sindicales, para el examen del caso concreto en estudio, pero no sin antes observar que ni la Constitución ni la ley prohíbe a los afiliados a un sindicato tener las ideas políticas o religiosas que quieran, y no podría prohibirlo porque el pensamiento es libre en Costa Rica. Eso sí, la organización sindical, como agrupación, no puede tener bandera política o religiosa, pero sería contrario al espíritu de asociación, que no ha de mirar más que trabajadores (o patronos en su caso) exigirles que para ingresar tengan o no tengan determinadas ideologías.
Examinado el caso en estudio en mi posición de Juez, con la evidencia de la prueba que ha de orientar mi convicción, encuentro lo siguiente:

a) Por informes privados que la Dirección de la Guardia Civil obtuvo, de que la Federación de Trabajadores de San José celebraba reuniones políticas en el local de sus sesiones, en varias ocasiones ha ordenado a sus subalternos disolver esas reuniones y arrestar a los asistentes. Ello obligó a dicha Federación a elevar su queja ante el Ministerio de Trabajo, que en respuesta le dirigió al Secretario de la organización la carta fechada el 17 de julio del corriente año, en que se les dice lo siguiente:

“Al respecto, me permito manifestarle que el señor Presidente de la República ha girado las instrucciones del caso a fin de que no se interrumpan las reuniones que celebren los sindicatos independientes, siempre que en ellas se traten de asuntos sindicales, como lo ordena el Código de Trabajo y no estén en pugna con lo establecido por la Constitución Política” (firma el Ministro).

b) Con motivo de estar interesada la Federación en la discusión de las convenciones colectivas de trabajo planteadas por el Sindicato de Artes Gráficas a varias imprentas del país, ha tenido que celebrar varias reuniones, de las cuales fue enterada previamente la Inspección de Trabajo, quien a solicitud de la organización sindical, envió a algunos de sus inspectores a presenciarlas, constando a dichos funcionarios que en las sesiones a que concurrieron no se trató de otras cosas que de intereses de gremio. Así lo declara el Inspector General de Trabajo en carta que consta en autos dirigida al Secretario de la referida Federación, de fecha 23 de agosto de 1950, en la cual confirma que “en las últimas dos o tres reuniones se ha conocido y discutido sobre las bases de las convenciones colectivas de trabajo presentadas a las Imprentas Tormo, Soley y Valverde, y Universal”.
c) El 11 del pasado mes de agosto, celebraba una reunión la Federación, de la cual había sido enterada la Inspección de Trabajo, cuando entró al lugar de sesiones la Guardia Civil y la disolvió conduciendo a la detención de los asistentes. La justificación de ese acto se puede conceder, en vista de la preocupación del Gobierno por la intentona revolucionaria abortada del día anterior.

d) Pero el 18 del mismo mes de agosto, volvió la Guardia Civil a irrumpir en el local de sesiones de la Federación y detuvo a los afiliados concurrentes, entre los cuales figuran, según lo afirma la entidad ofendida, varios trabajadores de filiación política ulatista.

La referida sesión del viernes 18 también había sido notificada con antelación a la Inspección General de Trabajo, que si no envió un inspector a presenciarla, fue, como lo explica el Inspector General de Trabajo, señor Morúa Carrillo, “por no haberlo solicitado, según ud. –dice al secretario de la Federación en la carta antes expresada– por la seguridad de que no volverían las autoridades de policía a interrumpirlas”.
Explicando el señor Director de la Guardia Civil al señor Presidente de la República, su actitud en relación con esos hechos, en oficio del 21 de agosto del corriente año le dice: “la motivó un reporte de que se trataba de una reunión política. Por la propaganda decomisada y por las personas detenidas, entre otras Guillermo Barquero Cabezas y Gonzalo Sierra Cantillo, se logró comprobar la veracidad de tal reporte, que señala a promotores comunistas como promotores del mitin” (ver oficio aportado a los autos).
Cabe examinar ahora—para despejar la incógnita—si existe la evidencia de que la referida reunión del 18 de agosto era un mitin político de tinte comunista.

Desde luego, el hecho de que entre los asistentes hubiera comunistas—la Federación dice que había también ulatistas—no debe tomarse como una premisa que nos dé como conclusión cierta que la reunión era un mitin político, pues antes dije que en un sindicato personalmente pueden tener los trabajadores cualquier ideología política o religiosa, sin que ello afecte la esencia misma de la organización, que como tal no puede tener bandera ideológica alguna, y está creada sobre el respeto de las ideas ajenas, ya que su único interés es el mejoramiento económico—social de los trabajadores. La actuación de la organización como grupo es la que nos puede decir si el Sindicato se ha extraviado o abusado en sus propósitos. Si la prueba aportada por el señor Director de la Guardia Civil revela, sin lugar a dudas, que en el momento de disolver sus subalternos las reuniones estaban en una actividad de carácter político comunista, su actuación debe tenerse como justificada; si no, no.

El examen de dicha prueba no revela al infrascrito Magistrado que en dichas reuniones del 10 y del 18 de agosto los concurrentes celebraran mítines de carácter político. El mismo hecho de que la Federación hubiera avisado con antelación a la Inspección General de Trabajo que iba a sesionar esos días, para tratar cuestiones puramente sindicales, es indicio que favorece la sinceridad de ese propósito, pues no iba a correr el riesgo la organización de que sorpresivamente se presentara en el lugar un Inspector de Trabajo y los sorprendiera quebrantando las normas legales que deben orientar a los sindicatos.
Los documentos presentados como justificación de la actuación de la Guardia Civil son los siguientes: un pliego de estampillas con un emblema de un martillo, que nada prueba porque esa insignia es muy propia de cualquier sindicato de trabajadores; una hoja suelta publicada y distribuida cuando se discutía en la Asamblea Legislativa el proyecto de Ley de Divisas, oponiéndose a ese impuesto, con críticas a la actuación de la Junta de Gobierno, firmada por “el Comité Único de Lucha contra el Alto Costo de la Vida”. Censuras más fuertes se hicieron en la propia Asamblea Legislativa a esa ley, y se han continuado en la prensa diaria del país. El derecho de la ciudadanía a discutir las cuestiones de interés público y los actos de los funcionarios públicos es tan democrático, que lo garantiza la propia Constitución. Una hoja de invitación a las honras fúnebres que el 11 de abril del corriente año se tributaron a los “mariachis” caídos durante la Guerra Civil, editada y circulada por la “Unión de Mujeres Carmen Lira” y la “Liga Juvenil Revolucionaria”; esas invitaciones fueron distribuidas profusamente en la ciudad de San José; a nadie que las recibiera se le puede tachar, por el solo hecho del recibo, de actuar antidemocráticamente, y ni siquiera el Gobierno consideró esas honras fúnebres peligrosas para la tranquilidad de la República, pues no prohibió esa manifestación de duelo. Otra hoja suelta que es un Manifiesto del Sindicato de Trabajadores del Calzado, en que concretamente se dice que dicho sindicato “no tiene nexos con ninguna agrupación política” y que se refiere únicamente a propaganda gremial. Es necesario hacer observar que, con excepción de dicho Manifiesto que es firmado por un sindicato, y que nada contiene de hostil para la República, las otras hojas sueltas están firmadas por entidades que no tienen nada que ver con los sindicatos, de modo que a la Federación de Trabajadores sólo puede atribuírsele el hecho de haberlas recibido, no el de haberlas publicado. Decomisó también la Guardia Civil una circular del Secretario de la Federación dirigida al Sindicato de la Construcción recordándoles a los afiliados una sesión para el 16 de agosto, y dándoles otras instrucciones de carácter sindical; un ejemplar poligrafiado de un periódico titulado “El Obrero Zapatero” y editado por el Sindicato de Trabajadores del Calzado, que contiene los siguientes títulos: “Cambiemos nuestros métodos de trabajo y lograremos fortalecer nuestro sindicato”, “La Ley de Divisas” y “Aumentaron la suela, ahora quieren subir el calzado”; y por último un manifiesto poligrafiado, titulado “Unidad del Movimiento Obrero y Función del Comité Nacional de Unidad Sindical”, editado por la Confederación de Trabajadores de Guatemala, para sindicatos guatemaltecos, y que posiblemente ha sido enviado a todos los sindicatos de trabajadores latinoamericanos, este sí de tinte revolucionario y antiimperialista. Pero, ¿se puede, por el simple hecho del recibo de un panfleto de esa especie, atribuir a una institución o a una persona la responsabilidad de su contenido?
Tales papeles decomisados en el edificio de la Federación de Trabajadores de San José, ni apreciados particularmente ni en su conjunto, pueden darle a un Juez satisfactoria convicción de que la expresada organización sindical convierta sus reuniones en mítines políticos de tinte comunista.

Por simples sospechas o por informes de particulares, soplados en la sombra a los oídos de la Guardia Civil, no debe autorizarse a ese cuerpo para impedir las reuniones que celebren los Sindicatos llamados independientes, pues ello equivaldría a quitarle la existencia a esas organizaciones, a ponerles un candado en sus puertas, por un simple acto de policía, y esto no es lo legítimo, pues lo legal es, si dichos sindicatos han falseado el espíritu que debe animarlos, y si abusando de la confianza que el Estado ha puesto en ellos, se dedican a fines extraños a una organización sindical, que se les aplique la pena de disolución, pero por el procedimiento y la autoridad que determina el Código de Trabajo.
La Democracia no tiene otro rumbo a seguir que el que le marca la Constitución Política del Estado; salirse de ese carril en cualquier sentido es peligroso, porque pueden originarse con ello grandes males para el país, porque tan malo es una desviación hacia el comunismo como si se efectúa hacia el fascismo. La Corte Suprema de Justicia tiene el deber y la responsabilidad, por mandato constitucional, de orientar a la República por ese único derrotero. Creo firmemente que los males de nuestra democracia, y entre ellos incluyo los brotes sovietizantes de la época, sólo tienen un remedio, el que aconsejaba el ilustre Thomas Jefferson: más democracia.

Es por esas razones, y considerando que el Director de la Guardia Civil ha quebrantado las normas constitucionales previstas en los artículos 25 y 26 de la Constitución Política, que voto en el sentido de que se prevenga a dicho funcionario que en el futuro no debe obstaculizar las sesiones que celebre la Federación de Trabajadores de San José.
